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CON PROYECTO DE DECRETO, QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 100 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y LOS ARTÍCULOS 4, 5, 25 Y 29 DE LA LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS, PRESENTADA POR EL DIPUTADO JORGE USCANGA ESCOBAR, EN NOMBRE PROPIO Y DEL DIPUTADO MARTÍN REMIGIO VIDAÑA PÉREZ, AMBOS DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 19 DE MAYO DE 2004 

Los suscritos, diputados licenciado Jorge Uscanga Escobar y doctor Martín Remigio Vidaña Pérez, en nombre de la diputación federal veracruzana, del grupo parlamentario del PRI, con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 20, párrafos primero y segundo, incisos C), D) y E); 38, párrafo primero, inciso a); 39 y 45, párrafo sexto, incisos f) y g), de la Ley Orgánica del Congreso General; numeral 55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General, nos permitimos someter a esta soberanía, la siguiente iniciativa. 

Exposición de Motivos 

En nuestro país, todos los gobernados, sin excepción, tienen derecho al goce de las garantías consagradas en nuestra Constitución. Así lo establece el artículo 1º de nuestra Carta Magna, y en su artículo 14 instituye que nadie podrá ser privado de sus derechos sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento. 

Por otra parte, los artículos 16 y 17 constitucionales establecen que nadie puede ser molestado sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento; que ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma y que el infractor tiene derecho a que se le administre justicia. 

Adicionalmente, nuestro sistema jurídico instituyó en la norma suprema, esencialmente en sus artículos 103 y 107, el juicio de amparo, la protección de la justicia federal, con la finalidad de garantizar en los hechos el goce de las garantías individuales y sociales consagradas para todos los gobernados. 

De ahí que, con absoluto respeto a este marco legal, las leyes que emanan del Congreso de la Unión ciñen sus dispositivos legales a lo dispuesto en la Norma Fundamental. 

Este fue el espíritu que campeó en el Congreso de la Unión al legislar y decretar la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos; sin embargo, consideramos que hizo falta establecer precisiones que resultan indispensables en torno a los servidores públicos del Poder Judicial de la Federación. 

Es importante señalar que se encuentran previstas en el artículo 3º, fracción II, de esta ley, como autoridades facultadas para su aplicación, entre otras, la Suprema Corte de Justicia de la Nación y el Consejo de la Judicatura Federal; que en su artículo 100 la Constitución asigna al Consejo de la Judicatura Federal el carácter de órgano del Poder Judicial de la Federación, mismo que funcionará en Pleno o Comisiones, facultándolo para expedir acuerdos generales para el adecuado ejercicio de sus funciones. 

El artículo 100 constitucional establece que las decisiones del Consejo serán definitivas e inatacables y, por lo tanto, no procede juicio ni recurso alguno en contra de las mismas; salvo las que se refieran a la designación, adscripción, ratificación y remoción de magistrados y jueces, las cuales podrán ser revisadas por la Suprema Corte de Justicia. 

Por su parte, la Ley Orgánica del Poder judicial de la Federación establece que la disciplina del Poder Judicial de la Federación, con excepción de la Suprema Corte de Justicia, estará a cargo del Consejo de la Judicatura Federal, y en su artículo 77 dispone que dicho órgano contará con comisiones, entre éstas la Comisión de Disciplina. 

Este ordenamiento legal también dispone que el Consejo de la Judicatura Federal contará con un Secretariado Ejecutivo de Disciplina, cuyas atribuciones son determinadas por el Pleno del Consejo de la Judicatura mediante acuerdos generales. 

Con sustento en lo antes señalado, el Consejo de la Judicatura Federal, en su acuerdo general 8/1999, estableció con el carácter de comisión permanente la Comisión de Disciplina, cuyas facultades están contenidas en el Reglamento Interior del propio Consejo. 

El Reglamento Interior establece en su artículo 63, fracción I, que la Comisión de Disciplina tiene como atribución conocer de todos los procedimientos administrativos de responsabilidad en contra de los servidores públicos de los órganos jurisdiccionales. 

En relación con la Secretaría Ejecutiva de Disciplina, el Consejo de la Judicatura Federal emitió el acuerdo general 5/2000, cuyo artículo 31 establece que auxiliará a la Comisión de Disciplina y se encargará de tramitar los procedimientos administrativos disciplinarios y de elaborar proyectos de dictamen para ser sometidos a la consideración de la Comisión de Disciplina. 

En este orden de ideas, al ser inatacables las resoluciones definitivas emitidas por la Comisión de Disciplina del Consejo de la Judicatura Federal; es decir, al no admitir juicio ni recurso alguno, los servidores públicos del Poder Judicial de la Federación quedan en estado de indefensión y sin la posibilidad legal de impugnarlas, negándose a estos gobernados la posibilidad de acudir al amparo y protección de la justicia federal, aún cuando se trata de procedimientos administrativos los que substancia la Comisión de Disciplina, auxiliada por la Secretaría Ejecutiva de Disciplina del Consejo de la Judicatura Federal. 

Por lo antes expuesto, sometemos a la consideración de esta honorable soberanía, la siguiente: 

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona el artículo 100, párrafo noveno, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los artículos 4º, 5º, 25, párrafos primero y segundo, y 29 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos. 

Artículo Primero. Se adiciona el párrafo noveno del artículo 100 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en los siguientes términos: 

Artículo 100.- 

... 

Las decisiones del Consejo serán definitivas e inatacables y, por lo tanto, no procede juicio ni recurso alguno en contra de las mismas, salvo en las que se refieran a la designación, adscripción, ratificación y remoción de magistrados y jueces, las cuales podrán ser revisadas por la Suprema Corte de Justicia, únicamente para verificar que hayan sido adoptadas conforme a las reglas que establezca la ley orgánica respectiva, así como, las que emitan la Comisión de Disciplina y la Secretaría Ejecutiva del Consejo de la Judicatura Federal con motivo de la aplicación de la Ley de Responsabilidades Administrativas de los Servidores públicos, que serán revisadas por la Comisión Substanciadora del Poder Judicial de la Federación. 

Artículo Segundo. Se adicionan los artículos 4º, 5º, 25, párrafos primero y segundo, y 29 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, en los siguientes términos: 

Artículo 4.- Para la investigación, tramitación, sustanciación y resolución, en su caso, de los procedimientos y recursos establecidos en la presente ley, serán autoridades competentes los contralores internos y los titulares de las áreas de auditoría, de quejas y de responsabilidades de los órganos internos de control de las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal y de la Procuraduría General de la República, así como la Secretaría Ejecutiva de Disciplina y la Comisión de Disciplina del Consejo de la Judicatura Federal. 

Artículo 5.- Para los efectos de esta ley se entenderá por: 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

Comisión Substanciadora: La Comisión Substanciadora del Poder Judicial de la Federación. 

Comisión de Disciplina: La Comisión de Disciplina del Consejo de la Judicatura Federal. 

Secretaría Ejecutiva de Disciplina: La Secretaría Ejecutiva de Disciplina del Consejo de la Judicatura Federal.
Artículo 25.- Los servidores públicos que resulten responsables en los términos de las resoluciones administrativas que se dicten conforme a lo dispuesto por la ley, podrán optar entre interponer el recurso de revocación o impugnarlas directamente ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. En el caso de los servidores públicos del Poder Judicial de la Federación, podrán impugnarlas ante la Comisión de Disciplina o directamente ante la Comisión Substanciadora. 

Las resoluciones que se dicten en el recurso de revocación serán también impugnables ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. 

Artículo 29.- Las resoluciones que dicte el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa podrán ser impugnadas por la Secretaría, el contralor interno, el titular del área de responsabilidades o por la Comisión de Disciplina, según corresponda. 

México, DF, a 19 de mayo de 2004. 

Atentamente 
Dip. Jorge Uscanga Escobar (rúbrica) 

(Turnada a la Comisión de Puntos Constitucionales. Mayo 19 de 2004.) 
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